
Hacia una regulación estatutaria del 
Tribunal Supremo (*) 

l. JUSTIFICACIÓN 

El status de Jueces y Magisu·ados 
y. por ende, del Poder J udiciai se ha 
construido de manem fumlamcnl<~ en tor­
no ala idea del independencia, C()ffiO prin­
~ipio definidor de la hmción jurisdiccio­
nal y de quienes la tienen encomcnillWa. 
El trntamiemo de la indeperoencia judi­
dal ha dooo lugar a mccani~Jnos que la 
garMticen. llegando por vía constitudo­
n!ll ~In instamnción del C.G.P.J. La rela­
ción entre d Poder judicial y los u~Jll~~ 

Poderes del Estado se ha aniculado así 
alrededor dd Organo tic gobkrno de lo" 
Juece:;, que tiene atribuida la preservación 
<.le dicha independencia: art. 14 LOPJ. 
Desde este llaneo, pues, las prop~tas 
de rcfonna se mm•erían en línea de po­
tenciación de mec<mismos qm; hagan 
electiva la previsión del art. 14LOPJ.. y 
(1\; an.iculación de competencias detraídas 
del E,jecutivo en manos del Consejo. en 
tanto en cuanto permitan a éste el ejerci­
cio pleno de ~~~ fundón consrirucional. 
Tales pueden ser las que se orientan a at1i­
buirle lo concemientc a la selección de 
Juecc~ y Magistrados, para Jo que sería 
~ficiente r;IZÓn la incscindiblc unidad del 
ciclo selección-fonnación, propio de loo~ 
organi~ación y de toda esrructura de per­
sonal. 

Pero las nuevas iniciativas han de 
moverse, a nuestro juicio. en línea de 
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profundización de otros dos principios. 
del mismo nivel constirucional que l;; 
independenc ia: c.l pri ncipio de uni­
dadjmisdícc ion~l y el de sometimien­
to de los Jueces únicamente al "impe­
rio" de la Ley. 1\u(:SI.nl tesis es que en 
este momemo de la organización judi­
cial cspaiiola e l afianzmniento de un 
Poder Judicial que se l\lcngn a todas l:!s 
características con que lo diseñaron los 
wnstiluyentes de 1 '.17M pasa necesaria­
mente por una redcfin idón del prtpd 
constitucional del juez; y para e llo. las 
dos ~atas o ra~go > (:cmst.itucionalcs que 
precisan de reflexión y desarrollo y des­

de las cuales hay que buscar meca­
ni~mos o fórmulas nuevas, son la~ 

inJicada~ : La unidad de jurisdicci6n. 
que proclam¡tenfáticamcntcd arl. 117.4 
de 13 Norma suprema: 

"El principio de unidmJ juristlic­
cionai es J¡¡ base de la organización y 

ft~ ncionamicnto di: los Tribunales". Lue­
go añade, a renglón seguido la excep­
ción de la jurisdicción militar, cueslión 
sobre la lJUC l!lás adelante volvere­
mos. Por lo que atañe a ia ,-incula­
ción del Juez a la Ley. viene exigida, 
como es sabido, por el inciso tina! del 
art. 117.1 del textoconslitucínnal: "su­
metidos únicamente al imperio de la 
Ley"; expresión ésta de imperio que tie­
ne, como se ha señalado('). resonan­
cias anglosajonas. He de aiiadir inme-

(") li'\IC 1rahajo COfuiti1Uyc una po· 
nene ir. pre-.scmaCa en 1u L.1 r~1mión <fe 
Prcsidentc.o; de Cvn~.s d(! C:L"iad6n 
e.sp:tiloln e hi sp3noanl(~ric~n:1c;. t Jl oc­
! ubre de 1995. sin qm: <J I rnismo s~.: 
haya :.\ñadidn ningun:lmi)(W'icacit'u\ 
ni ac1u:Jiizur.:lún. C<ms:ejo Gcm~ra l 

dd Poder Jullic.i~l . 

CJ L. M . Oit7.·Pir.a7.tl, en "R¿gimcn 
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(')S. Mvilm. Mnchodo1'"L3 •:e"·'"" diatamcnte que, en mi opinión. si bien 
'~~Sj~J-ri s d i cciM' La Lfy; 1'1:idrid, ·. :ambos ra~gos t'OIIStilllcionales - unidad 

y vinculn.:ión a la ley- no a¡mr·~cen uni· 
dos c11 t:l texto de la Constitución, .1u 
conexión aparct:c evidente a po¿o .qüe 
>e retlexione. La unidad no~tansolo el 
aspct:to orgtnico de unidad de CUCJ]lO 

que fmm aulos Jueces y Magistrados de 
carrem, t!!l como requiw' el mi. 122.1 
CE. ni se agma tampoco en la consi­
deración de la exclusión de jurisdicóo­
ucs <~~llCCia!es, a salvo la ¡ni litar en la.~ 

condicionex de la norma suprema (an. 

1 17, apartados 5 y 6) Lt uridad es tam­
bién y sobre todo Ju funcional: el r<!.lul­
mdo del ejcrckio jurisdiccional que pcr 
la vía de los recursos ysingularmcntedel 
de casación, hace pateme y garantiza la 
unidad del Onlcn~miento jurídico, sin 
la cual los principios ~onsiihK:ionale~ 

de igualdad y de seguridad jurídica $C· 

ríilll puros "i11tlus voc i~". Y parece ocio­
.su pn:cisar que ello no impliCll mono­
litismo ni unifonnidad a ultranza que 
pe1mitan concehir un Poder judicial de-s­
prov isto de su eapaciclncl de creación ju­
rídica, en los ténninos pe1mitidos, qn~. 

es por otra parte, consust~.ncial a la in­
(icpcndcncia en el ejercicio de la potes­
tad jurisdícCIOnll de cada Org:mo. pero 
independenciu que se otorga preciSi11llen­
le por la >ujeción al imperio de lu ley. 
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Este excurso comienza a ser, me 
temo. demasiado largo y n:ilcrntivn. 
Con él quiero decir, simplememe. que a 
partir de la uni(bd y sobre todo de un 
adecuado entendimiento del sometimiw­
l(l del juez a la ley, han de abordarse las 

.oronues.tas de rcfonn:t v de iniciativns 
que ~ontribt~y:m ~ dd irnitar ln relación 
entre Jueces y Le.gislalivo, que es d pla­
no en que acmalmeme, según pienso, 
se producen o pueden producirse las in­
misiones de mayor cntid~d en la actua­
c ión jurisdicctonal. Sin que ello sig­
nifique que esms relacione5 tengan que 
ser de confronlu~ión. pu~ la 2ctuación 
de los Poderes Públicos precisa también 
de fórmulas de colnllomción. según más 
adelante expondremos. 

Se tral~ría de exu·aer todas o, al 
menos, algunas de las CO!Iset:ucucias 

que se vislumlJian en el fecundo axic;>­
: mu sentado por:s:· ~1pnoz :V!achado ccin 
c~l:l kliz expresión: ·•(¡uc la rcl~ciún 

entre ellq;islador y el juez se lleve pe 
forma:que hi'ley deje sitio al juez:p!Íra 
rj,rc.:r ~~s rareas"(!). 

JI. UNA PRIMERA 
CONSECUENCIA: EL 
RESPETO POR EL 
LEGISLADOR DEL 
SISTEMA .JURISDIC­
CIONAL QUE TRAE 
CAUSA DE LA CONS· 
TITUCIÓN. 

Una mue;n-a de que d legislador or­
dinmiu no es libre pdra manej:lf los ór­
denes jurisdiccionales, no sólo en 5U 

constitución (reservada al kgisludor or­
gánico de la LOPJ por el art.l22.1 de la 
e}, sino ni siqnicrrt en la atribución de 
competenci a.~ que no pcr1cncu:an al 
ámbito que ha sido diseñado pcr el Le­
gislador orgánko en derivación de la 
Consliluc rón , es la reciente Smtcncia dd 
Pleno dd TC 224/1993, de i de julio 
(B0Edel2agosto93}. rcsolviendo cue:>­
ri one.~ de ínconstirucionalidad plantea­
das por la S~ la de lo Contencioso-ad­
ministrativo del TSJ de Amlal loCÍ~. con 
>cdc en Sevi lla, sobre la inconsntucio­
nal:dad de la disposición derogatoria de 
1:1 Ley 7/1989 de 12 de abril. de Bases 
de Procedimiento Lnhoral. No tanto in­
teresa la conclusión alcanzada, sobre la 
inconstitucionalidad de dicha n01ma, en 
el inciso qt1e atribuía el rccmo de revi­
sión. en materia de expropiaciooes a~'fa­

rias, a la Sala de lo Civil del Tribmml 
Supremo, por entender que la sede juris­
dit'donal propia es la contencioso-admi' 
nistrativa, sino la docttina que conduc:c 
~ tal resuitado. Tal es la siguiente, pi;,s­
m:td~ m el FJ y último de la decisión 
aludida: el an~ 9 de la LOPJ disciia el 
ámbito de los respectivos órdenes juris­
dic::ionalcs, porto que rlicho ámbito está 
constitucionalmente reservado a dichos 
Ordenes y órganos, de una parte porque 
lo tlcl~nnina ftsÍ 1~ LOPJ a la que se re­
mite el art. 122. 1 de la Constitución Es­
pariO!JI, y en el caso también por direcra 
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cxigem:ia del art 153-c} tic la Cons­
titución. al tratarse de actividad admi­
nistrativa ejercitada por una Comw1idad 
Autónoma a la que se había.nmtsp:lsHtlo 
la> competencias en !a materia que ames 
tenía <mi huido el Organismo autónomo 
estatal ''LR.LD.A.''. Porla vía de la in­
fTacci6n del art 81.2 de la-constitución, 
en materia del ámhito rc.~c ov~do al le­
gislador 01gánico. el TC ha situado u:Ja 
materia en el orden jurisrliccional que 
trae causa directa tic la Constitudón. F.stt' 
es el fmal de la pequeña historia de 
un peregrinaje de jurisdicciont'..~ natTB· 

do, con la lucidez y galanura en él habi­
tuales por el ponre.1orT R. FemándezRo­
dríguez (')_ 

En csm línea podemos citar, si bien 
insen:lndola en un sistema que en cmUJ· 
to a control junsdiccional de la Admi­
nistracióll difiere rlel nue~tro. pues des­
cansa en la dualidad de jurisditcit)n 
JUdicial ordinaria (civd) y comencio­
so-~clministrativa, la decisión del Con­
seil Constitulionnd francés de 23 de 
enero de 1987. calificada por la doctri­
na como "grande decisión". La misma 
declara. en lo que consti tuye su núcleo 
esencial, que "a excepción de. las ma­
tcri~s r~scnadas por nnturale7.a a la 
autoridad judicial, penenece en últi­
mo termino a la competencia de la ju­
risdicción administrativa, la :mulación 
o la reforma de las decisiones adopta­
das, en-cjcrci~io dc las-pn.:Jrogativa~ del 
poder público. por las autoridades que 
cjcrccu el -Poder ejecutivo, sus agentes 
y las colectividades tcrri:orialcs de la 
República o los Organismos públicos si­
tuados bajo su alltorid~d'o control";·con­
sideramlo tlt''c 'ello constituye un prin­
cipio fundainental reconocido· por las 
leye~ de 'la República, es decir.- de 
vHior constitucional. 

JIJ. LA POSICIÓN CONS­
TITUGlONAL ·D,EL 

-' , TRIBUNAL SU~RE-
_ .,_,.~"··cMO - · · ... 

.,.,.Desde ·la -perspectiva --en que nos 
movemos; resulta c;mlinalla cl~rifica-

c1un de las retsctones enn·e juez -y 
ley, relación que ak:anza su máxima 
tensión cuando el Tribunal Supremo. en 
los diversos órdenes jurisdicc ionales, 
conoce de las sentencias de los Tribu­
nales inferiores'mediante el recurso de 
c¡;s~ción, estahkcienclo critcrios·uniti­
cadores en la interpretación y aplicación 
de ia.~ normas, es decir, dando lugar a 
la jurispn1dencia; con independencia,dc 
que se predique de la misma si es o no 
fuente de Dereuho. tem<~ polémiC::o, lo 
que resul t~ incuestionable es que la vul­
neración de la jurisprudencia es motivo 
casacional explícito y susceptible de 
fundar en él una revocación de las sen­
lcncil!s recurridas en casación. Así, en 
ia casación !!dministrariva, a través-del 
motivo·4°·dcl arr. 95.1 de la Ley Juris­
dict:ional, ~n la re.fonna opentda por la 
Ley i0/1992, de 30 de abril, de Medi­
das Urgentes de Rcfonna Procesal; y 
respecto a la casación en el proce~o ci­
vil, el mismo ordinal del art. ! 692 de la 
LEC, en lare<lm:ción igualmentereci ­
hida por la Ley de Refonna menciona­
da. Un n:conocimicnto explícito de la 
jurisprudencia como inlcgmntc del Or­
dcnami~nto jurídico, en cuanto adheri­
da a la ley, es el que lleva a cabo el all. 
16 l. La) de la Constitución. al extender 
loHfcc10s de nulidad de la ley declara­
da inconstitucional a la jurisprudencia 
que la interpretJ. 

Desde estacapitaJ función que cum­
ple realiLar al Tribunal Supremo y que 
com•iene a éste en pieza esencia! del 
Estado de Derecho, en cuanto depum y 
f ij:; el Onknamien!O jurídico, hemos de 
planteamos la dimensión constitu· 
cional del máximo 0 rgano jurisdic­
cional,'· dejando · ·~-apane · lo concer­
niente 'a'- garantías ·constitucionales. 
En,esta-dirección, los debatesjurisdic­
cionales y la doctrina se han referido a 
esta dimensión constituc ion~l del Tri­
bunal>Supremo, no obst.ante la·parque­
dad ron que e l constituyente de 1978 1o 
reguló en:el an.· 123, y que conviem: 
ahora recordar: 

"l _ El Tribunal Supremo, con juris­
dicción en toda EspaTia, es el órgano 

(') T. R. Fenulndez Rodríguez: "'Un 
L: uriO!(O e i lustrativo ejemplo de In 
cJamoro)~ y habitual -incuria dr: 
~m eu ros ·tegistadorc!)". ·en RAP n . .;o 

125: sección de ''Cr6nic8 adm¡ni.s­
trs.tiva", mayo~agosto 1991. 



(') L M.' Dícz-Pica:.:o op dt 

(')M_ G' Pelnyo: "EI.rmusdel Tri ­
hunal Com:;li!UCJonal'', en Rcv. Es­
pañola de Derecho Constitucic)nal, 
n., l, cncro-•bril de 19B l. 
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jurisdiccional ~upcrior en todos los 
órdenes, salvo io dispuesto ün materia 
de garantías consürucionale~;". 

Por su parte, el apartado 2 del citado 
precepto constitucional se limita. como 
es sabido. ¡t regular minimamemc ei 
nombramiento de su Presidente, remi­
tiendo el dcwllc de la regulación a la 
Ley. 

Pues bien. En cuanro a las confi­
guraciones del T.S. en sede jurisdic­
donal, en la propia sentencia anles 
citada del TC. la 224/93, el Abogado 
del Estado recoge la asevcraci6n de 
la Sala proponente de la cuestión so­
bre la "func1ón constitucional' del 
Tribunal Supremo, intentando dicha re­
presentación justificarla bien a su su­
premacía dentro del Poder Judicial, 
bien a su función de unificar la in­
terpretación y 11plicación del Derecho 
estatal, con cita expresa de dos senten­
cias del TC sobre la matena: Ss. 56/90 
y 62/90. 

Por lo que se refiere a la doctrina, 
recientem~nte el profesor Luis M.' 
Díez-Picazo (")se la refendo a la cons­
titucionalización del Tribuna\ Supremo 
llevada a cabo por el art. l23.l de la 
Norma fundamental, entendiendo con 
agudeza que a su través se ha mns­
titucionalizado el que dicho autor ca­
lítica como "el más importante e in­
signe. de los recursos extraordinarios", 
es decir, la casación. 

Interesa ahora. dando Ul1 paso más 
en la dirección emprendida, reflexionar 
sobre la naturaleza jurídico-constitucio­
nal del T. S., pues que su adccu~do en­
caje pernutirá obtener las consecuencias 
más adecuadas en cuanto a su ordena­
Gión. 

Hemos de descartar la configura­
ción de "órgano constitucional" que 
podría pensarse le corresponde, por 
no responder a la del imitación y a 
Jos rasgos esenciales del concepto. 
en la formulación que del mismo hace, 
por citar l!n exponente de la máxima 

aulondad, el profesor García Pclayo 
(').Así, está ausente en el art. 123 CE 
la precisa determina e ión de su compo­
sición, los órganos y mélouos de de­
Signación de sus miembros y su siste­
ma de competencias, lirnitándo.\e el 
precepto conswucional a la men­
ción o ''reconocimiento" del máximo 
Organo JUrisdiccional "scmu striclo". 
Con palabras del citado profesor, el 
'LS. no recibe "ipso iure·· del texto 
constitucional "todos los atributos 
fundamentales de .1u condición y 
posición de Organo". No es tampo­
co, pensamos, a difierencia del Con­
SeJO de Estado, un órgano de rele­
vancia constitucional, si bien el le­
gislador de la Ley de Llanta y De­
marcación judicial (Ley 3 8/1988, de: 28 
d~ diciembre) le asigna esla config~­
ración. según más adelante expondre­
mos. 

Sí parece convenirlc, en cambio, In 
naluraleza de Institución garantizada 
por la Constitución, en cuanto en él se 
cumplen Jos rasgos que caracterizan a 
la misma. según la Sentencia TC 32/ 
1981, de 28 de julio (EJ3.0), en Jos si­
guientes términos: 

11 La::> instituciones g(JfllNfizadas· son 
elementos arquitecturales indispensa­
bles del orden constitucional, y las nor­
maciones que las prole gen son, sin duda, 
normaciones organizativas. pero a di­
fere-ncia de lo 4ue sucede wn las ins1 i­
tuciones supremas del Estado, cuya re­
gulación orgánica se hace en el propio 
texto constitucional, en éstas la con fi­
guración institucional concreta se 
defiere al legislador ordinario (en sen­
tido, decimos nosotros, de lcgi~lador 
consntuido). al que no se fija más 
límite que el del reducto indisponible 
o núclw cscnc¡nl de 1~ institución qnc 
la Constitución garantiza". 

Est~ inicial configuración consti­
tucional del TS quedaría incompleta 
si no la prec isárarno~ con dos matiza­
ciones, a saber: a) 4ue la gardlltfa insli­
!UC!Onal que, en el fondo, el constitu­
yen! e establece es la dd recurso de 



casación, pues como a puma e! profesor 
Díez-Pi~azo, puesto en relación el nrt. 
123 con el !52.1 , en su segundo p:írra­
fo, las "in.>tancias" no tiene atribuida> 
al Tribun~l Supremo, al que se atribu­
ye la revisión q11e de la aplicación del 
Derecho hacen lo~ demás Tnbuna­
les, es decir, el recurso extraordi na­
do de casaCIÓn y el d~ rcv isión. En esta 
dirección se produce nueslro legislador, 
cuando, de una parte, potcnci:I la fun­
ción nomotihictica de la casación, re 
lcgamlo el "ius Jitigatoris'' a un s(:gun­
do e irrelevant~ plano, como 
ex prcsamente advierte laExposición de 
Motivos de la Ley 10/1992, de 30 de 
abril, de "Medidas Urgentes de Refor­
ma Procesal'' al configurarlo como "pro­
tector de Ja nom1a", y "alejándolo de 
cualquier semejanza con una tercera 
instancia", por utilizar la.-; palabras de 
dicho preámbulo (Epígrafe 3, en su piÍ­
Irafo inicial), y de otr~. introduce la ca­
sación en el orden jurisdiccional con­
tencioso-administmtivo que se venía 
rigiendo por el recurso de apelación; y 
b) que, no obstante la conflguración que 
se propone como "Institución constitu­
ci onalmentc garantizada". ello no im­
plica en modo alguno una relación de 
subordinación con d Tribunal Cons­
titucional ni con ninguno de los otros 
órganos constitucionales (los enumera­
dos, stricto sen su, por el art. 59.3 de la 
Ley Orgánica del Tribunal Consti tucio­
nal), pues sobre situarse Tribun¡¡l Su­
premo y Tnbunal Constituc!OnaJ en dos 
planos distintos, como se desprende del 
propio art. 123 de la CE, lo cierto y de~ 
cisi vo es que ante el Tribunal Supremo 
precisamente se residencian ac10s di­
manantes rle díchos·Organos constitu­
cionales aunque no se trate, claro es, de 
las operaciones típica.-; de los mismos 
sino de la actuación materialmente ad­
ministrativa realizada por aquellos, se­
gún prescribe el art. 58-1° de ra LOPJ y 
como también revela un precepto más 
adjetivo, como es el art. 447.1 de esta 
misma Ley, al atribuir la representación 
y defensa en juicio de "los órganos cons­
tltucionales" a Jos letrados integrados en 
loirSel'liciosJurídicosdel Estado, como 
regla·gener.tl. 

IV. HACIA UNA REGULA· 
CJÓN ESTATUTARIA 
DEL TRIBUNAL SU­
PREMO 

Característ1CO de los órganos cons · 
titucionales y de los órganos de relevan­
e ia constimcionale.s una regulación g lo­
ba! y autónoma, bien en CUlHltO a los 
primeros en sus linc~s cscnci a les por el 
bloque normativo fonnado por Ja pro~ 
pia Constitución y 1!1 com:spondicntc 

ley orgánica que la complementa 
(como es el caso paradígmátim del 

Tribunal Constitucional) y a cuyos 
textos nonTiativos está exclusivamen­
te sometldo. y respecto tk los segun­
dos por la ley orgánica a que expresa­
mente se remiten los correspondientes 
preceptos constilucionales. como es el 
caso del ConseJO de Estado (an. 107 
CE) y del Tribunal de Cuentas (art. 
136.4 CE), así mm o del Defensor del 

Pueblo, al que por cierto el CDn$tituyente 
lo califica explícitamente de "institu­
ción" (an. 54 CE). 

En nuestro Derecho pos 1t1 v o ac­
tual el Tribunal Supremo, incardina­
do en d Poder Judicial. como su máxi­
mo Organo, pero dotado lam bién de una 
notnble sustantividad que echa raíces en 
la función ele recond uct:í6n a unidad del 
Ordenamiento jurídico estatal y, por um­
to, d~ pilar indispensable en el Estado 
de Derecho a cuya confonnación tan 
decistvamente contribuye, carece de 
una r~gulación global y autónoma, se· 
mejan le o en línea de aproximación a 
la de los otros Organos estatales a que 
acabamos de referimos. 

Claro es, podrá argüirse, que la re­
gulación del Tribunal Supremo se con­
tiene hoy en la Ley Organíca del Poder 
Judicial, Ley Orgánica 6/1985, de 1 de 
julio, que materializa la reserva de ky 
orgánica(cn el doble sentido, apunta­

do por Dfez-Picazo, de ley formal­
mente orgánica del art. 8!.1 de la Cons· 
t.ituci6n, y ley material-tradicional 
orgáruca en cuanto de Organización de 
uno de los Poderes del Estado). conie­

nida en el an. 122.1 de la Nonna supre-



(•) Ignacio de OILo:. ·:Esrudios sobro 
ol Poder l t!Ciicial", M.• de Ju•tida, 
Madrid. l 989. 

ma.Yelloe:n cuanto que la "constitu­
ción; Juncionamiento y- gobio.:mo de 
los ·-lur.gadcs y llribunilles" compren­
de. indudablemcnlc, :¡a del propio 
Tribunal Supremo, como lo cmendió 
el legislador orgánico de la Ley ant.;s 

referida al Uev~r a su articulado regula­
ciones específicas para el Aho Trihu­
nal. Desde esta consideración. la cues­
tión no requeriría de nuevos 
planteamientos y podría aceptarse acrí­
ticamente el "statu qua" vígenle, sin 
asomo de inquietud alguna. 

Pero, accrr:andu el pcn.1amiento a la 
realidad, podrían esgrimi111e razones t) 

criterios que avalarían una solución dis­
tinta, eo decir. d inicio de una seria re­
flexión encaminada a dotar a nuestro 
Supremo órgano jurisdiccional de un 
verd~dcro cstamto orgánico que, ga­
rantizando el núcleo duro de la hlbti tu­
ción, esto es, la función de protección 
de la ley, realizada mediante el recurso 
de casación en Jos diferentes órrlcne.~ 

jurisdiccionales, hiciera visible, nor­
mativ::unente hllblando, In unidad ines .. 
cindiblc de la lnstitwión, a pesar de la 
divers1dad de jurisdicciones que alber­
ga, y la regulación a;;abada y comple­
ta de ~u~ asp~ctus orgánicos. funcio· 
nales y gubernativos, ordenación ésta 
que habría de llenar las lagunas y sol­
ventar las ambigüedades que en ~Jgu· 
nos nspectos ha dejado abienns la LOPJ. 
A si, la unid~d de la lnsti tuciún haría miL~ 
pateme la unidad de !a Jurisdicción. que 
culmina el Tribunal Supremo. 

Desde una consideración de mani­
festación ad extra de la unidad orgáni­
ca de la Institución, habría que con­
venir en rc;;l idad normativa, el gcnnen 
que pare.ce encontr.use en el art. 55 de 
la LOPJ, precepto que al incluir como 
Sala 5' a la de Jo Militar, establece que 
"se rcginí por su kgislaci6n ~sp.:c ífka, 

y supletoriamente por la presente Ley y 
por el ardenamie!llo cmmín a la o~ demá.t 
Salas del Tribunal S11premo''. De esta 
redacción podrfa infcrirse que con in­
dependencia de la regulación que del 
T.S. contenga la LOPJ, puede coexisnr 
con la misma un Ordenan1iemo que sea 

com(Jn.a todas las Salas u órdenes ju­
risdiccional<:s integrados, como cú­
pula. en el Supremo Tribunal, Ordc­
nam icnro que no parece sea el procesal. 
pues éste no C5 en rigor común a io> 
diversos órdeneo jurisdiccionales, sino 
es ~ólu en el limitado aspecto de la su­
pletoriedad qtm la LEC presenta en re­
Jnción con algunos procesos: los pro­
pios y espcdlicos de cada jurisdicción: 
penal, comencioso-administrativ¡¡ y so­
cial o laboral. 

El orden::unicnto común o estatuta­
rio·podría ser vchiculo para alejar la 
impresión, reflejada crudamenle por al­
gún autor como el malogrado profesor 
lgnacio de OHo (').de: r¡uc el Tribunal 
Supremo español ~homologable en este 
a~pccto con las Cones de Casación de 
otros países europeos- nu es un t\ni­
co Tribunal sino "una yuxtaposición 
de Salas. s su vez divididas en Seccio­
nes". Claro es que la mera rcgulaci6n 
global y autónoma del T.S. no conse­
guiría por sí sola el deseable objelivo 
de la unidad, pero sí la ind usiór! m el 
mismo de mecanismos lendencialmen­
te dirigidos a uli fi nalidad, como la 
Memoria anual a la que después se alu­
clin\. 

La regulación que del T. S. contiene 
la vigente LOPJ lleva a cabo, en el 
ámbito gubernativo, un tratamiento 
homogéneo con las demás Salas de 
Gobiemo. tanto de la Audiencia Nacio­
nal como de Jos Tribunales Superiores 
ele Justicia, sin cle5tacar. por tanto. la~ 
peculiaridades que debe revestir el Or­
gano interno de gobierno dei Tribunal 
Supremo. En el mismo sentido de re­
gulación específica, sin la:; adherencia.~ 

de una regulación común para los de­
más Juzgados y Tribunales, cabría des­
taca,., en el plano del c>tatuto de Jos 
Magistrados del Tribunal Supremo, la 
regulación de la promoción al Tribunal 
Supremo, desligándola de la visí6n 
burocralizada de provisión de plazas 
que luce en el texto de la LOPJ, mte­
gr~ndo un Capítulo má~, el VI, Jd 
Titulo 1 del Libro !V: "De la carrera 
judicial y de la provisión tk tkslino>". 



La ci la, como botón de muestra, del 
tratamiemo que rectben aspectos gtobcr­
nativos y estatutarios de! Tribunal Supre­
mo pon~. de relieve la convemencia 
razonable de proceder, aunque sea 
cmbrionnriamcntc, a un eswdio riguro­
so sobre la viabi ildad jurídica de la re­
gulación estatutaria que para el Alto Tri­
bunal s~ wgierc, aún a sabiendas de las 
dtflcultades de la tarea y de las razona­
bles objeciones que a la mi~ma pudie­
ran oponerse. 

Ha úJo el propio legislador, en este 
caso e! de la Ley 38/19S~ de 2~ de di­
ciembre, de Dcmarcadún y-de Planta Ju­
dicial, el gue ha sentado los presupuestos 
para una solución nonnativa·comola tjuc 
se propugna. En su Exposición de Moti­
vos (epígrafe VI) se cahfica al TS de "ór­
gllllodere!evancia constitJcional que cul­
minH la orgmtiwcíún del Poded udidal", 
y se ambuye a la función casacional que 
el misma cumple una imp01tancia ca­
pital "pam el cumplimiento del princi­
pio de 1gualdad y del papel constitucional 
del Poder Judicial". Pues bien; es camc­
lcri~tíco de l o ~ órganos de relevancia 
constitucional ~onsejo de Estado (art. 

107 CE), Tribunal de Cuentas (art. 136.4 
CE), Defensor del Pueblo (art. 54 CE)­
Ia expresa remisión a la k!y orgü ni ca para 
regular, partiendo del "mmimun'' cons­
titucional prefijado, dichos Organos. 

Tal sucede, por oua parte, en paises 
de régi111cn jurídico contincnlal, como 
Alemania y Fr.mcia. En el primero la 
Ley Fundamental de Bonn eswblece en 
su an. 95 que la rcglamcnlaci(>n de los 
diven;os Tribumues Supremos (Federal, 
Admimstrativo, de Hacienda, del.· Trae 
bajo 'Y Socia!) se hará por ley federaL 
La Constitución fTancesa de 1958 ínstilu­
ye en el a.·t 67 e! Tribunal Supremo de 
Justicia disponiendo en su inciso tina! que 
''Una Rey org[mica fija la composición 
dei TnbunalSupremo, las reglas de su fun­
cionamiento, así como d procedimiento 
aplicable a él". 

Esla regulacióir , independiente, 
arníncanda del, texto constirucional, no 
es ex.tr.uia a'nucstfli tradición legi~l ativa. 

Así. la creación y mínima regulación que 
dd Supremo Tribunal de Jusnc1a "que 
habrá enia Corte" hiciemn lo~ :trts: 259, 
260 y 261 de la C.mstitución gaditana de 
181 2, (para la que, según proclama el 

epígraie XV del Discurso Pnoliminar, es 
irnlispensabk establear "para que haya 
sistema''·un Centro que encarne la-potes­
tad judicial y ene! t] u e v~ngan a Te unirse 
todas las ramificaclonesde la misma), esta 
regulación, dcci rnos . fue tksanoil~da en 
el primer Rq\lamemo del Supremo Tri­
bunal de Justic i:t, apmhadn por Decreto 
de 13 de mar.w de 1.814, por las Cortes 
reunidas ya como Ordinarias en Mndiid, 
en-el Teatro deumninHdo óc "los Caños 
del Peral", RcglamenlO que no llegó a te­

ner efectividad por el Manitiesto de Va­
lene!~, medi311te el que F~mandoVII de­
rogó la Constitución y 1odos los Decretos 
de las mi~ m a~ (4 de mayo de 18!4 }, 
Con posterioridad; ,;e promulga el Re­
glamento de\ Tribunal Supremo de Espa­
ña e Indias. aprobado por -Real D~reto 
de 22 de ocrubr~. de l 835, complemento, 
como ~eñala La.~o Gaile (')del Reglamen­
to provisional para la Administración de 

Justicia de 26 de septiembre anterior, 
cuyo Título V comenín. la inicial regu­
lación sobre dicho Alto Tribunal. 

La regulación, finalmente, fmg­
memaria que en dos textos legales 
-LOPJ y Ley de Planta y Demarcación 
Judicial- se realiza del Tribum!l Supre­
mo, no contr:buye >precisrunente a la 
idea-matriz de unidad del Potkr Judi­
Clal que encMna que, como hemos ex­
puesto, realiza a través de su función 
casacional. Tal dualidad rk regula~ in· 
nes debe ser corregida y sustituida por 
un texto nonnativo único, con rango 
legal desde luego, y -aunque es aspecr:o 
opinable-de ley orgánica por las,con­
sideraciones ~menores, 

V. POSIBLE CONTENIDO 
DE LA REGULACIÓN 
·ESTATUTARIA 

Si s~quicre·abordarel régimenjurí­
d!co del más Alto Tribunal con el senti­
do de globalidad (jUe creemo~ corres-

(') J.F l....'! so G~ifc: ·· Apm1ación 1-l ht 
hisloria Ue-J Tdbumti Supremo de 
E_.;pañ:t"': en Rev. Gral de Legislar 

ción y 1tlrisprude.m.::i .. : diciembre 
1969. 



pon de a un estatuto orgámco, el mbmo 
debiere contener, sin que la enwJcJacíón 
implique propósito cxlmustivo alguno, 
como es obvio, una delimitación ciara 
y preci.<>a sobre Jos siguienres aspectos: 

a) Composición: Salas jurisdiccio­
nales y Seccione' (en su caso) que lo 
integrM: Sala de Gobierno, y restantes 
Organos instrumentales o de apoyo: 
Registro Cenera!, Gahinete Técnico de 
lr.formacJón y Documentación, Archi­
vo, Bihlioteca, etc. 

bj Régimen de acceso al Tribunal 
Supremo, conc~rn icnte esencialmente 
a los requisitos y sblema par~ la 
promoción a Mag1strado del Tnbunal, 
así como el sistema de provisión de pla­
zas con tkstino en el Tribunal: Fisca­
les, Secrewios Judiciales, letrados y 
miembros del Gabinete Técnico, etc. 

e) Re gimen e>tatutario de sus Magis­
trados, con determinac;ón precisa de sus 
deberes y derecho.1, incluyendo la siwa­
ción y r..'gimen derivado~ de la edad que 
pone fin al servicto activo (esmdio sobre 
si se $Ígut 3plicando jubilación forlOsa 
por ctlad, o se configura una situactón 
específica\ así como la eventual adscrip­
ción, y en qué témünos, de lagistrados 
ya jubilados o que no se encuentran en 
servicio activo; se trata de dcsburocnHi­
zar d ~slatwo de los Magi mados del 
Tribunal Supremo, y en tal sentido b si­
tuación de excedencia voluntaria habría 
de ser objclo de régimen especial, con un 
plazo mnpl!o en b propia categoría (al 
menos de 10 años) para pcnnitir la vo­

luntaria dt--svinculación del Tribunal. 

d) Sala de Go!Jiemo, con determi­
nación concreta de stls funciones y ré­
gimen jurídico de sus ac1os. 

Con relación ~ aigunas de ias ante· 
riore> materias o comen ido estatutario, 
podrían avanzarse. en línea ele princi­
pio, algunas ideas :;ubre las que conven­
dría un debate previo en orden a ~u in­
troducción en el texto normativo, y 
con qué ak;mce_ Entre otras, podrían 
plantearse las siguiente~ cuestiones: 

l. En orden a la composición o es­
tructurd en Salas y Seccioncs ·dd Tn­

bunal Supremo: 

* Perfilar el régimen jurídico de las 
posibles Secciones, dentro de cada Sala, 
y si oslcnlan o no carácter orgánico. 

• Complew.r la previsión del art. 19i 
de la LOPJ, de Sala en pleno, estable­
ciendo una reumón periódJcammestml. 
con linali dml de COOI'di Ilación de crite­
rios y debalir cues l!ones de trascenden­
cia que afecten a toda la Sala. 

* Examinar la posibilidad de i ntro­
dudr, p~rn unificación de criterios co­
munes (materias procesales o zonas de 
indefinición entre dos órrlene~ jurisdic­
cionales). un mecanismo de coordina­
ción, similar al de Salas reunidas o Cá­
mara conjunta, éste último diseñado pc>r 
ci arL 95 de la Ley Fundamental de 
Bonn. 

2. En lo que concierne al régimen 
de acceso al T. S. , podría arbitrarse, en 
el método de selección, un trámite an­
leríor a la fonnaci ón de la tema por la 
Comisión de Calificación del CGPJ. 
tr~nsfonnando la facultad que a dicha 
Comisión confiere el art. 136 de la 
LOPJ pura recabar infonnación de 
los distintos órganos jurisdtccionales, 
en infonnación precepliva, cuando se 
trate de nombrar a Magistrados del TS, 
mfonne que carecerá, claro es, de eti­
cacia vinculante y sería evacuado por 
la Sala en que se ha producido la va­
cante. 

3. Por lo que respecta al estatuto de 
Magistrado de! Tribunal Supremo, r~­
considerar la adscripción ~1 Tribunal de 
los denominados Magistrados suplen­
tes, y tomar en consideración un posi­
ble régimen de M~gistrados eméritos, 
en condiciones similares a Jos docen­
tes. 

4. En cuanto atañe a !a Sala de Go­
bierno, potenciar la misma, reforzando 
el papel de la Memoria anual art. 152.1 
8° LOPJ) y la propuesta al Consejo de 



medidas para mejorar la administración 
de ju,tic ia en cada Orden juri>diccio­
nal, recabando de cad~ Sala los perti­
nentes mformes. 

Compatible con esta Memoria de la 
Sala de Gobiemo sería una nueva Me­

moria a c?.rgo del propio Tnbunal Su­
premo, a semeJanZa de la Corte de Ca­
,:,ción fr:mcesa, en la que cada Sala 
exponga las líneas bás1cas de la Juri'· 
prudencia establecida en cada aííu, ad­
virtiendo también, para su traslado -vía 
Consejo General del Poder Judicial- al 
Gobierno y a las Cortes Generales 
los eventuales defectos y dificultades 
atlYcrtiuas en b interpretación y apli­
cación del Ordenamiento jurídico. 

VI. DOS PUNTOS NECE­
SITADOS DE SINGU­
LAR REFLEXIÓN: 
LA JURISDICCIÓN 
MILITAR Y EL AM· 
PARO DERIVADO 
DEL ART. 24 CE 

Desde la perspecu va de la unidad 
juri~diccional y con la [in~lidad de 
que el ámbilo competencia! dei TS sea 
el m~ conforme con loo principios y 
mandatos de la Constitución, puede 
plantearse una reconsideración sobre 
do~ materia~ polémicas: ú debe sub~is­
Jir, con el mismo alcance que en la ac­
tualidad tiene, la Sala Quinta, de lo 
Militar, en el Tribunal Supremo, y si, 
desde la vertieme de una posible nueva 
atribución jurisdiccional plena, si debe, 
y en qué lénninos. tm-;ladan;e al AliG 

Tribunal, el amparo constitucional que, 
en relación con lesiones del art. 24 
de la Constitución, s~:residcncia en 
nuestros días ante el Tribunal Constitu­
cional, ex art. 2.1.b) y 44 de la LOTC. 

Se impone, pues, una inicial toma 
de postura wbrc ambas cuestiones, 
siquiera revista tan sólo el carácter de 
punto de partida pam · ser completado 
por un desarrollo ulterior por plumas 
más autorizadas y con carácter más sis­
temático y ponnmorizado. 

A) Re5pe.;:to a!~ Jurisdicción mi­
litar y como ha ohscrv~du Parada t'l, 
el moddo de jurisdicción por el que 
opta la Ley Orgánica4/l%7, de 15 de 
julio, no se ajusla ~J de Jos demás 
órdenes jurisdiccionales ni en lo sub­
jetivo, pues los jueces militares, inte­
gmntes del Cuerpo Jurídico de Ja. De­
fensa ·no integmn el "cuerpo· único" 

judicial que impune elart. 122 de laCE, 
ni en algún otro aspec1o garantizador, 
como es el derecho fundamental al 
jue;: prcderenninudo por la Ley, según 
el modelo judicial com(m. exigido por 
el an. 24.2 del texto constitucional y en 
los términos expuestos por el citado pro­
fesor. 

Pero, con todo, . má~ entidad re· 

viste el ámbito de cstájurisdicción 
e~pecial, única e,.;cepción al principio 
de tmicidad de juri~diccit)n guc procla­

ma el an. 117.5 de la C. y que erige en 
"ba.~e de la organización y funciona­
micmo de 1m T.-ibunales" Este b<1sico 
princip10 organizativo requiere, por tan­
ro. que la configuración de la excepción 
que supone tal jurisdicción militar se 
efectúe, no sólo de 3cuerdo con Jos prin­
cipio~ de la Conslítución sino, por lo que 
concierne a tiempo de paz, llmítada 
al "arnbilo esrrictamenre castrense". En 
este sentido, no es aventurado, en nues­
tro criterio, postular que el conoci­

miento por la jurisdicción miliLar del 
contencioso sobre sanciones disciplina­
rias militares des horda dicho ámbito, y 
realiza una <mlpliación del mismo, en 
los ténninos en que lo entendió el le­
gislador orgánico de la citada ley 4/ 
1987, al encuadrar en el mismo la 
tutela jurisdiccional ~ sobre una po­
testad administrativa típica, cual es la 
disciplin~ria, e u ale squiera · se.an las pe­
culiartdades de régimen sustamivo que 
hmisma ofrczca·con base en la jcrar­
q uización de las Fuerzas Arrn adas. 

Si el ámbito diseñado por la LOPJ 
en derivación de la Con.>titución (are. 
122) es, con relación a la jurisdic­
cióncontcncioso~administnlli.,. a; el co­
nocimiento de las pretensiones que se 

deduz.can en relación con los actos de 

{~) J.R. Parada V;í:t.qucz: "l'aluc de 
sik~Jl('b por la justÍCÜl miii!ar~':· en 
Rov. Admón. Pública Núm. 127. 
enero-abr~l 1992. 

ll. ·§:· ... ;:_ ·, ,_ 
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(")Sobre el debate constitllyente, ·en 

' hulla/~n 'Lornu ·s l~ jlui.stlü ... -cÜ)¡;•IJli­
·rírar, cf-rA"). Cors.o;Corncn,<~río :1..! an. 
103.3 Jo lo Cou•titwcióu en la obro 
rolecLlv!t: "CnmmenLari(l del!a Cas­

tituz!oneOlct:.r~JiG. Branca". Tomo 
IV. edit. Zanichelli , I\IK7. 
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la Adminislración Pública (sin distin­
ción entre la Administración civil y la 
militar) SUjetos al Derecho admini~­

tralivo y con las disposiciones regla­
mentarias lart. 9.4 LOPJ). no pBrece 
cuesrionab[e que nos hallamos ante ac­
IOS administrativos puro.~ y simples, 
recaidos en ámbito de polcslad san­
cionatlora doméstica, como es la ac­
tuación disciplinaria. 

En la opción que, desde el acrual di­
seño de la just1cia militar. se pl3nlca 
P~rada, de una vuclla atrás buscando el 
antiguo perfil orgánico de dicha jusli­
cia, erigido sobre el principio de qu~ 
"quien manda debe j uzgar", o ir ha­
cia adelante, haciendo de esta juris­
dicción un orden judicial común, me 

incliuo dccididxmemc por e>ta última 
solució!'!. a mt entender la única 
posible y constitucionalmente exigi· 
blt.:. 

No es preciso para ello acudir a la 
soluci6n italiana que, con la base cons­
titucional del art. 103 del texto funda­
mental de 1947, ha configurodo, p:mt 

garantizar la independencia de la ju­
risdtcción militar y pariticar ~~"status'' 

d'~ sus jueces cou los demás de la¡uris­
dicción judicial común, un parale lo 
Consejo de la Magistratura, la] el deno­
minado Consejo General de la Magis­
tratur~ Militar que, con base en ia Ley 
de equiparación 180/1981, ha sido re­
gulado por Ley de 30 de diciembre de 
1988. Bastaría, como apunta el estudio 
doctrinal al qu~ ahorn seguí mm, 1~ pie· 
na asimilación de los integrantes del 
Cuerpo Juridico de la Defensa a los res­
tantes miembros del Poder Judic1al, con 
encuadramiento en el ámbito del Con­
sejo Gcncml t.l cl Pot.lEr Judicial. A este 
respecto, ya el art. 9°, pfo. l 0 , de la 
mencionada Ley Orgánica4/1987, hace 
intervenir al CGPJ como gartJlte de la 
independencia de los miembros de 
lo~ Organos judiciales militare~, si 
bien, la mtervención de aquel se produ­
ce a través de la Sala de Gobierno del 
Tribunal Militar Central. ~alvo los 
Magistrados de la Sala Qumta del TS, 
para quienes el precepto, en su segun· 

do párrafo, remite al íntegro.régimen de 
la LOPJ, es decir, a la incompleta prc· 
visión de su art. 14. 

En conclusión, si se qu icrc hacer 
operante el prmcip10 de unidad JUns­
dlccional y su proyección a extra en 

un eventual estatuto del T.S.,habríaque 
pensar en una posible reducción del 
ámbito competencia) de l~ ju risd icdón 
militar y. por tanto, de la Sala Quinta 
del Tribunal Supremo, en línea con la 
interpretación reductiva que al illt. 103.3 
de la Constitución italiana ha dado la 
Corte Constituzionale de dicho país('), 

~si en la sentencia 48/1 'J59quc subraya 
como la permancnda tic !a jurisdicción 
militar deroga e! principio de unidad 
jurisdiccional atirmado en el art. 102 

de la norma fundamental. 

Apoya la solución propuesta el 
criterio restrictivo que l!ll cu:uuo al 
"ámbito estrictamente·castrense" incor­
pora el att . 3.2 LOPJ al reterirlo exclu· 
sivamente a ''los hecho.~ tipificados 
como delitos nuli tares por el Código 
Pcm! militar y a !os supuestos de cs!a· 
do de sitio', as[ como el mismo crite­
rio teductivo que preside la STC 6D/ 
i 991. de 14 de marzo, d1ctada en cues­
tión de inconstitucionalidlid en relación 
con el arl. 121 del Código Penal mlli­
rar, cuando declara (FJ 3") que "como 
juri vJirdón especial penal, la juris­
diccrón mililar ha de reducir su ámbllo 
al conocuniento de delitos que puedan 
ser calificados como de csrrid~mcn!c 

castrenses ... ", añadiendo. en su FJ 2°, 
que "el (Onocinucmo por parte de la 
jurisdicción m¡Jilar de una cuestión que 
cae fuera del ámb ita de su competencia 

supone no Milo la lransgresión de las 
reglas definidoras de dicho ámbito, smo 
también la vulneración del menciona­
do derecho constitucional (alude al de­
recho al Juez ordmario predeterminado 
por la ley)", citando la STC !05/1985. 

B) Por lo que concieme al ampa­
ro conStitucional frente a lesiones del 
derecho fundamental fundado en el art. 
24 CE, en la modalidad de acciones u 
omisiunes con origen inmediato y di-



recto en las actuacimlC> de un órgano 
JUdicial (art. 44.1 LOTC), se postula un 
replanteamiento de este recurso de am­

paro, que restablEzca en >U normalidad 
las relaciones funcionales entre Tri­
bllllal Supremo y Tribunal Constitu­
cional. 

Un a extensión de esta modalidad de 
amparo, al no hacer uso el TC de su 
pos:biHdad de ",elf-restrojnt", ha per­
mitido que sea hoy plena realidad lo 
que, ún excesivas dotes pruféticas, se 
podía vancinar con la instauración de 
dicho rccursn: la supremacía en todos 
Jos órdenes que al Tribunal Supremo 
asigna el rut. 123.1 del texto constitu­
cional queda scriam ente erosionada y 
puesta en enu·edicho por la otra supre­
macía del TC; pero esta supremacía, 
pre~enta do.s not11s características: a) 
una, que no nace directamen;e de la 
Constitución, pues en ésta sólo de 
modo implícito o mediato >e procla­
ma tal supremacía (tal sucede en el art 
164.1 al decir que no cahe recurso al­
guno fren te a las sentencias dictadas por 
el T.C; y b) que la autént1ca suprema­
cía se constriñe a su función de supre­
mo intérprete de la Constitución que le 
asigna el ~JL 1º.1 de ~u Ley Orgánica 
(Ley O. 2/1979, de 3 de octubre), en re­
lación con las sentencias recaída~ en 
procesos de mconsritucionalidad, ex an. 
38. 1 rlc la propia ley orgánica. S e u·ara, 
pues, de evitar qu~ el Ordenamiento 
procesal, vía artículo 24 de la CE, sea 
inl crprclado en su máxima formu !ación 
por el TC, y no por el TS en lo~ di ver· 
sos órganos jurisdiccionales 

C~bría así pensar en la posibilidad 
de que esta modaiidad de amp~\ro a qu~ 
nos referimos quedase mcardinada en 
el propio Tribunal Supremo, bien cuan­
do éste, a través de sus diversa~ Sala!> 
de cada orden jurisdiccional. conozca 
vía de recurso la posible lesión co­
metida por Organos JUdiciales inferio­
res, bien si la cvenn1a lle.~ión dimana­
se de resolución del propio Tribunal 
Supremo, arbitrando una Sala Especial 
dentro del mismo, o atribuyendo a la 
creada por el rut. 61 LOPJ, quizás con 

una nueva configuración de la mi sma. 
dicha fun ción. Se cumpliría así, de 
modo pleno, el mandato plasmado en 

el rut. 7 ' de la LOPJ. 

La preocupación por modiíin1r el 
sistema en e! ;;entido apuntado se agu­
diza si se p1ensa en que ur~a interpreta­
ción del arL 240.2 de la LOPJ, en el 
punto de la nulidad de actuaciones, ha 
conducido a una desvinuacicír. (!el am­

¡mo constitucional, haciendo perder a 
éste su esencial carácter subsid iari¡¡ con 
que le configura el an. 53.2 de la nor­
ma ~upremn, y a impedir que sean 
los propios Organos jurisdin:ionalcs 
quienes, bien de oficio, b1en a instancia 
de parte, los que remedien lesiones del 
derecho a una tutela judicial efectiva sin 
indefensión, en los casos de sentencia 
definitiva. 

Pues bien, precisamente en la STC 
185/1990. de 15 de noviembre, rcsol­
Ylendo cuestión de inconstitucionalídad 
suscitada por la misma Sala 2.' del TC, 
se hace-n acucian\(;S llamadas al legis­
lador para que ponga remedio a la 
situación denunciada_ Así. en d Fun­
damento _jurídico 50' de esta senRncia 
put:dc leerse: 

"Y cabe a ese respecto señal 11r 
que la in~uficicnda del desarrollo le­
gislativo del an. 53.2 de la CE. al no 
posibilitar mediante un recurso jUtisdic­
cional previo y sumario, ni med iante hi 
adecuación a la Constitución de las nor­
mas procesales, la corrección de esas 
vulneraciones, conl-'ierre corno antes 
dec¡mos, al de amparo constitucional 
en un recur.m subsidiario pero rambíbi 
común y genero;{ de úlrinw [nstanda 
(de IÍmca mstanc w, precisamos no­
sotros) respecto de todas las vulneracio­
nes en procesos ordinarios íJUC causen 
indefensión cuando haya recaído sen­
tencia firme". 

La solución no está en algo que la 
prop1a sentencia, quizás lateralmente, 
advierte, e u al es una interpretación am­
plia y abierta, por pmte de los Tribuna­
les ordinarios, de los remedios proce- gl' :¡··· . :: ,> ... 
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snles de carácter rescisorio frente a 
sentencias firmes, pues la propia e~­
cepcionalidad de estas vías rescisorias 
(en cuanto dirigidas a quebrar la cosa 
j uzgada) impone una imerprewción c~­

tricm de-las nom1as proceAAles que las 
regulan, sino en una rcorien!<lción del 
sistema procesal que, según la senten­
cia que comentamos, "no ha sido actua· 
lizado en la medida suficiente pan1 per-

mitir el despliegue de todas la.> conse­
cuencias derivadas del derecho a la tu­
lela judicial efectiva". 

Haciendo mías e-stas -palabras y con 
la cspcranr.a de que este llamamiento 
se conviena en pronta realidad, pongo 
punto fi nal a esta reflexión acerca de 
un gran desconocido: el Tribunal Supre­
mo. 
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